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Acta N° 63 de febrero 23 de 2009
  



En la fecha, siendo las cuatro de la tarde, día y hora señalados con anterioridad para continuar la audiencia de que trata el artículo 434-3 del Código de Procedimiento Civil en este proceso verbal (cesación de efectos civiles de matrimonio católico) promovido mediante apoderado judicial por Rubén Antonio Hurtado Bustamante contra Adiela Restrepo Hoyos, se reunieron los Magistrados Jaime Alberto Saraza Naranjo, Fernán Camilo Valencia López y Claudia María Arcila Ríos, integrantes de la Sala Civil Familia del Tribunal Superior de Pereira, en asocio de la secretaria, con el fin indicado, para lo cual el Magistrado Ponente declara abierto el acto, al que no han comparecido ni las partes ni sus apoderados, y se procede a decidir el recurso de apelación frente a la sentencia dictada por el Juzgado Civil del Circuito de Santa Rosa de Cabal, el pasado 5 de noviembre, de acuerdo con el proyecto presentado y aprobado, según la citada acta.
  



ANTECEDENTES
  



Asistido por mandatario judicial, solicitó el demandante que se decretara el divorcio del matrimonio católico que contrajo con Adiela Restrepo Hoyos y la cesación de sus efectos civiles, que se ordenara la respectiva inscripción y se condenara en costas a la demandada.

Para ello, adujo que contrajo matrimonio católico con Adiela Restrepo Hoyos el 14 de noviembre de 1970, unión de la que nacieron cinco hijos, todos mayores de edad en la actualidad; la demandada incurrió en las causales 3ª y 8ª del artículo 154 del “C. de P. Civil” modificado por la Ley 25 de 1992 en su artículo 6º, esto es, los ultrajes, el trato cruel y los maltratamientos de obra así como la separación de hecho superior a dos años; aquella primera causal provino de las lesiones personales que le propinó el 5 de diciembre de 2006 que denunció ante la Fiscalía; y durante la vigencia de la sociedad conyugal se adquirió un inmueble matriculado bajo el número 296-0038346.
Inadmitida la demanda para que se precisara la prelación de las causales invocadas, señaló la parte actora que el motivo primordial radica en la separación de hecho de más de dos años de los consortes; con esta aclaración fue admitida y se dispuso correr traslado a la demandada. Ésta por medio de apoderado judicial le dio respuesta en la que admitió algunos hechos y negó otros, se opuso a las pretensiones y formuló las excepciones de mérito que nominó falta de existencia de las causales invocadas, mala fe para demandar,  falta de requisitos necesarios para decretar la cesación de efectos civiles del matrimonio y “PRESCRIPCIÓN” de la causal contenida en el numeral 3º del artículo 154 del C.C.
Citadas las partes a la audiencia de que trata el artículo 432 del C.P.C., en la que no hubo posibilidad de conciliar sus intereses, se decretaron y practicaron las pruebas, se les dio partes para alegar, derecho del que ambas hicieron uso y se profirió sentencia favorable a los intereses del actor, porque el juzgado halló estructurada la segunda de las mencionadas causales con fundamento en la que decretó la cesación de los efectos civiles del matrimonio y de las obligaciones que la ley establece para los esposos, declaró disuelta y en estado de liquidación la sociedad conyugal y condenó en costas a la demandada, no sin advertir en las consideraciones que fue ésta la que dio lugar, por su culpa, al divorcio.
Apeló la señora Restrepo Hoyos y sustentó el recurso en primera y segunda instancia señalando que la funcionaria no tuvo en cuenta las excepciones propuestas, que la pareja había superado los conflictos que vinieron a ser revividos con la sentencia, que las controversias familiares y el aislamiento de los esposos han sido propiciados por el demandante que sólo busca evadir la obligación alimentaria, que respecto de las lesiones personales causadas por la demandada a su cónyuge se “sanaron sus diferencias” de consuno, más de un año atrás de haberse presentado la demanda, que, por tanto, la causal de divorcio proviene de la conducta del esposo y no de ella.
Ahora, se procede a decidir lo pertinente,   previas las siguientes: 

CONSIDERACIONES




Sea de resaltar, para empezar por ahí, que la inadmisión de la demanda (f. 19, c. 1) no fue afortunada, porque el mismo juzgado dejó claro que eran dos causales de divorcio las invocadas: una subjetiva y otra objetiva; aquella, con estribo en el numeral 3º y ésta en el numeral 8º, ambos del artículo 154 del C.C., modificado por el artículo 6º de la Ley 25 de 1992.

  



 Y por sabido se tiene que en esos eventos la prelación para su análisis la lleva la subjetiva, no porque sea más importante que la objetiva sino por las consecuencias, particularmente de orden económico que de allí puedan desprenderse, según se establezca la culpabilidad de uno de los cónyuges en el rompimiento del vínculo. De esta suerte, cuando se estructura una de las primeras causales, nada habría que estudiar sobre las segundas, porque en todo caso, el divorcio tendría que salir avante con la demás previsiones a que hubiere lugar.
 



De manera que si la funcionaria de primer grado halló, como dijo en la providencia, que el divorcio tenía que decretarse “por culpa de la cónyuge” es porque encontró probada la causal 3ª; sin embargo, cesó los efectos civiles del matrimonio conforme a la causal 8º del artículo 154 del C.C. que no entraña más que la separación de cuerpos -judicial o de hecho- de los consortes, sin que a ninguno de ellos se le pueda endilgar, en principio, culpa.

  



Para la Sala esta forma de percibir la demanda vino a reflejarse en el trámite mismo, porque no se tuvo en cuenta que el apoderado judicial del actor al corregir el libelo concretó que la causal era la de separación de cuerpos de hecho por más de dos años y en eso concentró -aunque en forma un tanto ambigua- los argumentos para oponerse a las excepciones y para alegar de conclusión. Y también se percibió en la sentencia, porque se empezó por despejar el camino de los ultrajes, el trato cruel y los maltratamientos de obra, para descender, con esos mismos argumentos, y después de hablar de la caducidad, a la separación de hecho que, se insiste, fue la causal que se declaró probada en la parte resolutiva y que se agrupa en las que se denominan causales remedio.
 



Con todo, así tenía que ser, es decir, que se fijara en últimas la atención en la separación de cuerpos, porque si se pensara que ha debido abordarse el estudio de la causal sanción que se hizo derivar, de acuerdo con el hecho tercero de la demanda, de las lesiones personales inferidas por la demandada al demandante el 5 de diciembre de 2006 y se ubicó por ello en el numeral 3º del artículo 154 del C.C., modificado por el artículo 6º de la Ley 25 de 1992, probada como está su ocurrencia con los testimonios recaudados y con el documento que reposa a folio 12 del cuaderno principal, confrontada esa fecha que fue cuando “sucedieron” y la de presentación de la demanda que se produjo el 7 de mayo de 2008, transcurrió más de un año, de manera que en los términos del artículo 156 del C.C. caducó el derecho a reclamar el divorcio por esta causal.
  



En esa perspectiva de dilucidar lo atinente a la causal objetiva, halla la Sala que el discernimiento del juzgado fue equivocado porque aquí, en estricto sentido, no se ha demostrado la ruptura absoluta del vínculo matrimonial.  Lo que habrá de por medio será, si se quiere, un incumplimiento de las obligaciones por parte de alguno de los cónyuges (causal también subjetiva que implica la culpabilidad de uno de ellos), pero no la separación de hecho que se ha invocado. 

   



Así se afirma, porque una cosa es evidente: la pareja vive bajo el mismo techo y aunque en condiciones adversas a las propias de un matrimonio, la cónyuge aún le presta algo de auxilio a su consorte y éste a ella, si bien los testimonios de varios de los hijos dejan ver que aquella se ocupa eventualmente de sus alimentos y de su ropa, cuando la enfermedad se lo permite. Que la relación está deteriorada, de eso no hay duda; que las partes quieren el divorcio, tampoco puede discutirse; que el restablecimiento de la vida normal de la pareja se avista imposible, es un hecho en el que todos los hijos que declararon coinciden, pero, se reitera, esas circunstancias derivan, al parecer del incumplimiento de las obligaciones mutuas, antes que de la ruptura de la relación por más de dos años. 

  



En efecto, Gloria Isabel Hurtado Restrepo señaló que desde hace unos seis años, a raíz de la muerte de su hermano Julián y de que su padre se quedó sin trabajo mientras que su progenitora entró en un estado de depresión “todo se dañó”, viven en la misma casa pero no tienen ninguna comunicación, no se hablan, duermen en habitaciones y camas separadas son “como extraños”.  Afirmó que esto lo sabe porque en esos seis años ha vivido por temporadas con sus progenitores y en la actualidad lo hace desde septiembre de 2007.  A su dicho agregó que de la comida y del arreglo de la ropa se ocupa una hermana suya, no la demandante. 
   



Efrén Antonio y María Sonia Hurtado, hijos también de la pareja, aunque no conviven con sus padres en el momento, sí los visitan con frecuencia y en esas ocasiones, contrario a lo dicho por la primera, han podido percibir que si bien los cónyuges no se hablan y duermen en habitaciones separadas, a pesar de la enfermedad que padece Adiela se ocupa por momentos de servir los alimentos y arreglar la ropa del demandante. 

    



Como sea, lo cierto es que han estado viviendo bajo el mismo techo y esa sola circunstancia implica que no se pueda hablar de una separación de hecho como causal autónoma para impetrar el divorcio, porque con ello se desconoce que “la separación de hecho que configura esta causal de divorcio es, justamente, el hecho de no compartir los cónyuges techo, lecho ni mesa, durante más de dos años, existiendo o no motivo para ello.” 
 
  



Por supuesto que mantener vigente una relación en tales condiciones no consulta la esencia del matrimonio que está erigido para que los consortes se presten mutuo apoyo y afecto, pero si su decisión es la de seguir viviendo juntos, la razón para divorciarse debe buscarse por fuera de la causal objetiva que aquí se esgrime. 
   



En consecuencia, como de las causales analizadas una no procede por el paso del tiempo y la otra no ha sido demostrada, le asiste razón a la impugnante, de manera que se revocará la sentencia y, en su lugar, se negarán las pretensiones de la demanda.

  



Las costas de primera y segunda instancia correrán a cargo del actor y a favor de la demandad.



 
DECISIÓN

Por lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala Civil - Familia, administrando justicia en nombre de la  República y por autoridad de la Ley, REVOCA la sentencia dictada por el Juzgado Civil del Circuito de Santa Rosa de Cabal, el 5 de noviembre de 2008, en el proceso verbal (cesación de efectos civiles de matrimonio católico) promovido mediante apoderado judicial por Rubén Antonio Hurtado Bustamante contra Adiela Restrepo Hoyos.

En su lugar, se niegan las pretensiones.

Costas de primera y segunda instancia a cargo del demandante y a favor de la demandada.

Lo aquí decidido se notifica a las partes en la forma dispuesta por el artículo 325 del C. de P. Civil. No siendo otro el objeto de esta audiencia, se termina y firma en constancia por quienes en ella  intervinieron, una vez  leída y aprobada.

  



Los Magistrados,
JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO

FERNÁN CAMILO VALENCIA LÓPEZ                  
CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS

  



La Secretaria, 





MARÍA CLEMENCIA CORREA MARTÍNEZ









� CAÑON RAMÍREZ, Pedro Alejo, Derecho Civil, Tomo II, Editorial Presencia Ltda.., Bogotá, 1995, p. 229
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